
“Tesis Relevantes Publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta – Mayo de 2013”

A continuación nos permitimos hacer de su conocimiento, los criterios más recientes emitidos por nuestros más altos 
tribunales, publicados en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta correspondientes al mes de Mayo de 2013, 
los cuales esperamos sean de su interés.

I.	 CONSTITUCIONAL, AMPARO Y DERECHOS HUMANOS
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Amparo directo contra leyes. Los efectos de la sentencia que lo concede por la aplicación de una norma estimada 
inconstitucional por jurisprudencia establecida por un tribunal colegiado como órgano terminal fundado en la 
suplencia de la queja, debe comprender tanto la anulación del acto de aplicación como la desincorporación de 
la ley inconstitucional de la esfera jurídica del quejoso.      

Tradicionalmente se ha sostenido que los efectos de la sentencia de amparo directo en que se hace valer la inconstitucionalidad 
de una ley están limitados a la anulación del acto concreto fundado en dicha norma y a evitar que se reitere en el futuro 
pero sólo respecto de los mismos hechos, porque en el amparo directo la ley no es señalada como acto reclamado y, por 
ello, no puede existir un pronunciamiento o declaración sobre su inconstitucionalidad; además, las autoridades legislativas 
que la emiten no son parte en el procedimiento, por lo que no tienen oportunidad de ser escuchadas ni de interponer 
recursos y, por ende, la ley no puede desincorporarse de la esfera del quejoso. No obstante, de una interpretación de los 
artículos 1o. y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se concluye que el amparo concedido 
en la vía uniinstancial por la aplicación de una ley estimada inconstitucional por jurisprudencia de un Tribunal Colegiado de 
Circuito como órgano terminal, fundado en la suplencia de la queja prevista en la fracción VI del artículo 76 Bis de la Ley 
de Amparo, tiene el efecto de desincorporar la norma tanto del acto de aplicación como de la esfera jurídica del quejoso, 
en tanto el vicio de inconstitucionalidad de la norma no sea superado, dado que no se está realizando un análisis directo y 
privativo de regularidad de la norma, sino que éste ha sido efectuado previamente a través de los asuntos que condujeron 
al establecimiento del criterio jurisprudencial invocado, mediante los cuales la ley fue directa y expresamente impugnada y, 
por ende, las autoridades legislativas tuvieron intervención en su defensa, habiendo estado en aptitud -inclusive- de hacer 
valer los recursos procesales a su alcance para revertir la estimación de inconstitucionalidad de la ley. Lo anterior, porque las 
autoridades están obligadas a salvaguardar los derechos fundamentales de los individuos en la forma más amplia posible, 
lo que conlleva un deber de alcance más eficaz que la simple restauración de derechos conflagrados, y evitar que el mismo 
derecho fundamental sea afectado en el futuro. Por tanto, ante la conflagración manifiesta de derechos fundamentales, no 
por el acto de aplicación, sino a través de éste por reflejo de la norma, deben asegurarse tanto su restauración como su 
salvaguarda y protección futura, desincorporando la norma de la esfera jurídica del afectado.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO

Amparo directo 319/2011. Joaquín del Bosque Martínez. 24 de mayo de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: José Carlos 
Rodríguez Navarro. Secretario: Eucario Adame Pérez.
Amparo directo 100/2012. Olga Canavati Fraige viuda de Tafich y otro. 30 de agosto de 2012. Unanimidad de votos. 
Ponente: José Elías Gallegos Benítez. Secretario: Mario Enrique Guerra Garza.

Amparo directo 223/2012. Rodolfo Guadalupe González Aldape. 27 de septiembre de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: 
José Carlos Rodríguez Navarro. Secretaria: Griselda Tejada Vielma.

Amparo directo 296/2012. Rodolfo Guadalupe González Aldape. 17 de enero de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: 
José Carlos Rodríguez Navarro. Secretario: Eucario Adame Pérez.

AMPARO DIRECTO 13/2013. 18 de abril de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: Hugo Alejandro Bermúdez Manrique. 
Secretario: Víctor Hugo Alejo Guerrero.
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Nota: La presente tesis aborda el mismo tema que las sentencias dictadas por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Cuarto Circuito, el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito y el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, al resolver, respectivamente, los amparos directos 319/2011, 391/2003, 
los recursos de reclamación 6/1988, 2/1990, 3/1990 y los amparos directos 291/1998 y 124/1991, que son objeto de la 
denuncia relativa a la contradicción de tesis 109/2013, pendiente de resolverse por el Pleno.
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Autoridad responsable en el juicio de amparo en caso de suplencia por ausencia.  

Tratándose de la suplencia por ausencia, tanto la autoridad suplida como la que la suple son autoras y responsables 
del acto emitido, porque ambas intervienen en su elaboración, cada una en el ejercicio de una competencia que les es 
propia; la ausente, con la que le confieren los ordenamientos que regulan su actuación para dictar el acto, y la suplente, 
con la atribución que le otorgan las disposiciones orgánicas o reglamentarias para suplir al funcionario ausente. En estas 
condiciones, si bien, en principio, es a la autoridad suplida a quien jurídicamente se le puede imputar la responsabilidad 
de los actos emitidos por el funcionario que la suplió, por el hecho de que éste actuó en su nombre y en ejercicio de su 
competencia, en el juicio de amparo ambas pueden ser llamadas como responsables, en términos del artículo 11 de la ley 
de la materia, dependiendo de la naturaleza de los vicios que el quejoso atribuya al acto que reclame, esto es, si inciden en el 
ámbito de competencia de una u otra. Por tanto, si el vicio que se hace valer se refiere al ámbito de competencia legal de la 
autoridad suplida, delimitado en los ordenamientos que regulan su actuación o al contenido del propio acto emitido, resulta 
atribuible a la autoridad suplida, por ser a ésta a quien originariamente le es conferido su legal ejercicio, en términos del 
artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pero si el vicio consiste en que el firmante no puede 
suplir a la autoridad ausente, entonces es atribuible a la suplente, por cuestionarse precisamente el ejercicio de su actuación 
como tal, en contravención al citado precepto constitucional y a la normativa que delimitan el alcance de esa suplencia.

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO

Amparo en revisión 211/2012. Eduardo Rivera Núñez. 10 de octubre de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Adriana 
Leticia Campuzano Gallegos. Secretaria: Norma Angélica Guerrero Santillán.
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Control de convencionalidad ex officio. Debe orientarse a la tutela de las personas jurídicas, cuando se protejan 
los derechos y libertades de acceso a la justicia, seguridad jurídica y legalidad de sus socios, integrantes o 
accionistas.       

Aun cuando en el ámbito jurídico no se han reconocido derechos humanos a las personas jurídicas, lo cierto es que en 
el caso Cantos vs. Argentina, cuyas sentencias preliminares y de fondo se dictaron el 7 de septiembre de 2001 y 28 de 
noviembre de 2002, respectivamente, la Corte Interamericana de Derechos Humanos determinó que el individuo puede 
invocar violación a sus derechos protegidos por la Convención Americana sobre Derechos Humanos, incluso cuando ésta 
derive, a su vez, de la afectación a personas jurídicas; en este sentido, dicho criterio orientador pone de manifiesto que, 
bajo determinados supuestos, el individuo puede acudir a dicho órgano para defender sus derechos fundamentales, aun 
cuando estén cubiertos por una figura o ficción jurídica creada por el propio sistema jurídico. En esas condiciones, el control 
de convencionalidad ex officio no sólo puede estar orientado a la tutela de las personas físicas, sino también a las jurídicas, 
cuando se protejan derechos que sean compatibles con su naturaleza, como los derechos y libertades de acceso a la 
justicia, seguridad jurídica y legalidad de sus socios, integrantes o accionistas, atento al segundo párrafo del artículo 1o. de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que establece que las normas relativas a los derechos humanos 
se interpretarán de conformidad con ésta y con los tratados internaciones de la materia, favoreciendo en todo tiempo a las 
personas la protección más amplia, y acorde con los artículos 8, numeral 1 y 25 de la citada convención, en relación con los 
preceptos 14 y 17 constitucionales.



TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA SEGUNDA REGION

Amparo directo 334/2012, del índice del Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito (expediente 
auxiliar 492/2012). Materias del Comercio Exterior, S.A. de C.V. 6 de julio de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: José Luis 
Moya Flores. Secretario: Guadalupe González Vargas.

Amparo directo 424/2012, del índice del Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito (expediente 
auxiliar 693/2012). Distribuidora de Tiendas C.R., S.A. de C.V. 30 de agosto de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: José 
Luis Moya Flores. Secretario: Roberto Javier Sánchez Rosas.

Amparo directo 463/2012, del índice del Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito (expediente 
auxiliar 719/2012). Servicios en Polietileno Excelente, S.A. de C.V. 30 de agosto de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: 
Miguel Mendoza Montes. Secretario: Hipólito Alatriste Pérez.

Amparo directo 468/2012, del índice del Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito (expediente 
auxiliar 721/2012). Faske, S.A. de C.V. 6 de septiembre de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Myriam del Perpetuo 
Socorro Rodríguez Jara. Secretaria: Enriqueta Velasco Sánchez.

Amparo directo 506/2012, del índice del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito 
(expediente auxiliar 825/2012). 4 de octubre de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: José Luis Moya Flores. Secretario: 
Guadalupe González Vargas.
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Igualdad jurídica. El juzgador, al analizar diferencias de trato, no está limitado a tomar en cuenta sólo las normas 
del orden jurídico nacional.      

El juez, al estudiar una diferencia de trato, no debe considerar sólo las diferencias que el derecho le exige tomar en cuenta y 
ninguna otra, de manera que se equipare el funcionamiento de la igualdad jurídica a la exigencia del principio de la aplicación 
regular de las normas jurídicas, conocido como “principio de legalidad”, ya que puede darse el caso de que las normas 
jurídicas contengan un trato discriminatorio, en cuyo caso, a partir de la reforma al artículo 1o. de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011, los juzgadores deben 
realizar un control de constitucionalidad o convencionalidad de la norma y aplicar la interpretación más favorable respecto 
del derecho humano de que se trate. Esto es, la función del juzgador ya no se limita a la aplicación de la ley al caso concreto, 
pues cuando advierta que su contenido es contrario al derecho de igualdad consagrado en el artículo 1o. constitucional, 
deberá hacer un estudio para cerciorarse de que la distinción establecida en la norma se basa en una justificación objetiva 
y razonable y, de ser así, aplicarla y, en caso contrario, interpretar la norma conforme con la Constitución y los tratados 
internacionales sobre derechos humanos para la resolución del caso concreto. Si ello no fuera posible, deberá preferir los 
derechos humanos contenidos en la Constitución y en los tratados internacionales y, en consecuencia, inaplicar la norma 
de que se trate.

PRIMERA SALA

Amparo directo en revisión 48/2013. Juan Manuel Hernaiz Vigil. 20 de febrero de 2013. Cinco votos. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz Contreras.
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Igualdad jurídica. Interpretación del artículo 24 de la convención americana sobre derechos humanos.    

El precepto referido establece: “Todas las personas son iguales ante la ley. En consecuencia, tienen derecho, sin 
discriminación, a igual protección de la ley.”. Ahora bien, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha interpretado en 
diversos instrumentos dicha disposición -Opinión Consultiva OC-4/84 del 19 de enero de 1984. Serie A, No. 4; Caso Yatama 
vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de junio de 2005. Serie C, No. 
127. Caso Castañeda Gutman vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de 
agosto de 2008. Serie C, No. 184. Caso Perozo y otros vs. Venezuela. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 28 de enero de 2009. Serie C, No. 195- y, al respecto, ha sostenido que la noción de igualdad deriva 
directamente de la unidad de naturaleza del género humano y es inseparable de la dignidad esencial de la persona; sin 
embargo, no todo tratamiento jurídico diferente es discriminatorio, porque no toda distinción de trato puede considerarse, 
por sí misma, ofensiva de la dignidad humana. Por tanto, sólo es discriminatoria una distinción cuando “carece de una 
justificación objetiva y razonable”. Ahora bien, las distinciones constituyen diferencias compatibles con dicha Convención 
por ser razonables, proporcionales y objetivas, mientras que las discriminaciones constituyen diferencias arbitrarias que 
redundan en detrimento de los derechos humanos. En ese tenor, la prohibición de discriminación contenida en el artículo 
1, numeral 1, de la Convención en comento, respecto de los derechos contenidos en ésta, se extiende al derecho interno 
de los Estados Partes, de manera que éstos tienen la obligación de no introducir o eliminar de su ordenamiento jurídico 
regulaciones discriminatorias, combatir las prácticas de este carácter y establecer normas y otras medidas que reconozcan 
y aseguren la efectiva igualdad ante la ley de todas las personas.

PRIMERA SALA

Amparo directo en revisión 48/2013. Juan Manuel Hernaiz Vigil. 20 de febrero de 2013. Cinco votos. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz Contreras.

[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XX, Mayo de 2013, Tomo 3; Pág. 1888 

Interés jurídico e interés legítimo para efectos de la procedencia del juicio de amparo conforme al artículo 107, 
fracción I, de la constitución federal, vigente a partir del 4 de octubre de 2011. Sus diferencias.      

Conforme al artículo 107, fracciones I y II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, vigente a partir 
del 4 de octubre de 2011, el juicio de amparo podrá promoverse por la parte que resienta el agravio causado por el acto 
reclamado (interés jurídico) o, en su caso, por aquella que tenga un interés cualificado respecto de la constitucionalidad de 
los actos reclamados (interés legítimo), el cual proviene de la afectación a su esfera jurídica, ya sea directa o derivada de 
su situación particular respecto del orden jurídico, para que la sentencia que se dicte sólo la proteja a ella, en cumplimiento 
del principio conocido como de relatividad o particularidad de las sentencias. En congruencia con las definiciones que de 
una y otra clase de interés ha proporcionado la Suprema Corte de Justicia de la Nación en las jurisprudencias publicadas 
en el Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, Volumen 72, Séptima Parte, página 55 y en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVI, diciembre de 2002, páginas 241 y 242, estas últimas 
con claves o números de identificación 2a./J. 141/2002 y 2a./J. 142/2002, de rubros: “INTERÉS JURÍDICO EN EL 
AMPARO, QUÉ DEBE ENTENDERSE POR PERJUICIO PARA LOS EFECTOS DEL.”, “INTERÉS LEGÍTIMO E INTERÉS 
JURÍDICO. AMBOS TÉRMINOS TIENEN DIFERENTE CONNOTACIÓN EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO.” 
e “INTERÉS LEGÍTIMO, NOCIÓN DE, PARA LA PROCEDENCIA DEL JUICIO ANTE EL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO DEL DISTRITO FEDERAL.”, respectivamente, pueden identificarse, a partir de cuatro elementos de los 
que participan ambos tipos de interés, algunos rasgos característicos que los diferencian, los cuales resultan orientadores 
para determinar en qué casos debe satisfacerse uno u otro, a fin de acreditar el exigido por la norma constitucional para 
efectos de la procedencia del juicio de amparo, los cuales son: a) titularidad del interés: tratándose del jurídico es una 
persona, de manera individual y exclusiva, mientras que del legítimo, un grupo de personas; b) poder de exigencia del 
titular: tratándose del primero es la capacidad de exigir de otro, en este caso, de la autoridad, que realice cierta conducta 
de dar, hacer o no hacer en su beneficio exclusivo, mientras que en el segundo no puede exigirse una prestación para sí, 
sino sólo puede exigir que la autoridad actúe conforme a la ley, porque la violación a ésta le produce una afectación a su 



situación, su cumplimiento, un beneficio o una ventaja jurídica; c) norma de la que surge: tratándose del jurídico se crea 
para salvaguardar los intereses de particulares individualmente considerados, mientras que respecto del legítimo es para 
salvaguardar intereses generales, el orden público o el interés social; y d) tipo de afectación que sufre el titular del interés: 
tratándose del jurídico la afectación deriva de una lesión directa a la esfera jurídica del gobernado, en tanto que en relación 
con el legítimo se produce de manera indirecta, es decir, no es una lesión a la persona, sino a la comunidad, sin embargo, 
afecta o impacta calificadamente a un grupo de personas que pertenecen a esa comunidad por la posición que guardan 
frente al acto ilícito. OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO

Amparo en revisión 220/2012. Armando Hernández Colín. 20 de septiembre de 2012. Unanimidad de votos, con salvedades 
por parte de la Magistrada Ma. Gabriela Rolón Montaño en cuanto al tema de que el quejoso debe tener interés jurídico 
antes de la entrada en vigor de las disposiciones reclamadas. Ponente: Adriana Leticia Campuzano Gallegos. Secretario: 
Javier Ramírez García.

Amparo en revisión 204/2012. Alberto Romero García. 3 de octubre de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Adriana 
Leticia Campuzano Gallegos. Secretario: Javier Ramírez García.
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Juicio de amparo. Es un medio para el control de la legalidad, constitucionalidad y convencionalidad de los 
actos de autoridad.      

Conforme a los artículos 1o., 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, reformados mediante 
decretos publicados en el Diario Oficial de la Federación de 10 y 6 de junio de 2011, respectivamente, el juicio de amparo 
es un medio de control que sirve para que los órganos competentes verifiquen el respeto que las autoridades del Estado 
deben a las normas generales ordinarias que regulan su actuación (control de legalidad), a la Ley Fundamental (control de 
constitucionalidad) y a los tratados o convenciones internacionales (control de convencionalidad). Esto es, el juicio protector 
de los derechos fundamentales de los gobernados, conocido como juicio de amparo, tiene como parámetro de control 
esos tres tipos de normas jurídicas, y su objeto (de control) son los actos de autoridad -lato sensu-. Tal medio de defensa 
debe tramitarse y resolverse conforme a lo que establecen los referidos artículos 103 y 107 constitucionales (y su ley 
reglamentaria), favoreciendo, desde luego, los principios interpretativos de los derechos humanos contenidos en el propio 
artículo 1o. constitucional. De esta manera, todos los órganos del Estado Mexicano, en el ámbito de sus competencias, al 
resolver los problemas en los que se involucren los derechos humanos, deben atender, en principio, a los que consagra la 
Carta Magna, como también a los contenidos en los tratados o convenciones internacionales suscritos en esa materia y, 
desde luego, al cumplimiento del control de legalidad que no debe apartarse de los principios precisados.

QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO

Amparo directo 372/2012. María Teresita de Jesús Sánchez Martínez. 14 de junio de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: 
María Soledad Hernández Ruiz de Mosqueda. Secretario: Ricardo Mercado Oaxaca.

Amparo en revisión 198/2012. Erick Carvallo Yáñez. 21 de junio de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: María Soledad 
Hernández Ruiz de Mosqueda. Secretario: Ricardo Mercado Oaxaca.

Amparo en revisión (improcedencia) 202/2012. Modesta Rodríguez Molina. 21 de junio de 2012. Unanimidad de votos. 
Ponente: María Soledad Hernández Ruiz de Mosqueda. Secretario: Ricardo Mercado Oaxaca.

Amparo en revisión 109/2012. Roberto Eduardo Trad Aboumrad. 12 de julio de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: 
Fernando Rangel Ramírez. Secretario: Sergio Iván Sánchez Lobato.



AMPARO DIRECTO 559/2012. 30 de agosto de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Walter Arellano Hobelsberger. 
Secretario: Enrique Cantoya Herrejón.
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Órganos de control (legalidad, constitucionalidad y convencionalidad). Su ejercicio no puede separarse de su 
ámbito de competencia.      

Conforme al artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la actuación de los órganos del Estado 
en la tutela de los derechos humanos, entre ellos, el Poder Judicial de la Federación, debe realizarse en el ámbito de su 
competencia, lo que implica que previamente se ha delimitado un espacio y forma en que debe efectuarse tal control sobre 
la regularidad de los actos de las autoridades del aparato estatal, en el que se tome como punto de partida un parámetro 
normativo legal, constitucional y convencional. Conforme a ello, si el artículo 107 de la Ley Fundamental determina las bases 
mínimas sobre la competencia para conocer del juicio protector de derechos fundamentales (juicio de amparo), las que a 
su vez involucran cuestiones sobre su procedencia, es inconcuso que aun en el actual diseño constitucional de protección 
de derechos fundamentales, el juicio de amparo no debe ser ajeno a los aspectos relevantes que derivan del acto en él 
reclamado. Esto es, en la resolución de los juicios de amparo salvo, desde luego, la real e insoslayable posibilidad de que 
pudiera desplegarse un control oficioso de convencionalidad, como lo ha determinado la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, deben tenerse presentes todas las particularidades que se implican en la emisión de las ejecutorias respectivas; 
esto es, deben acatarse todas las reglas que definen y delimitan el hacer y modo de hacer de los tribunales federales al 
ejercer sus funciones propias, de modo que, so pretexto de un nuevo paradigma en la protección de los derechos humanos, 
el órgano de control no pueda separarse de su propio ámbito de competencia pues sólo dentro de ésta puede ejercer el 
control de legalidad, constitucionalidad y de convencionalidad que le corresponde. Por tanto, en términos del citado artículo 
1o. constitucional, los órganos competentes del Poder Judicial de la Federación para efectuar el control de los actos de 
autoridad que constitucional y legalmente les corresponde, y a través de esa función deban tutelar en su máxima expresión 
los derechos humanos, sólo pueden actuar en el ámbito de su propia competencia, por lo que no pueden apartarse de 
la regulación que el derecho positivo interno (constitucional, legal y jurisprudencial) les impone, y desde una competencia 
reglada deben ser operadores jurídicos vigorosos para darle eficacia a esa protección de los derechos fundamentales, pero 
siempre conforme a la forma y términos en que se ha dispuesto el despliegue de sus atribuciones.

QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO

Amparo directo 372/2012. María Teresita de Jesús Sánchez Martínez. 14 de junio de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: 
María Soledad Hernández Ruiz de Mosqueda. Secretario: Ricardo Mercado Oaxaca.

Amparo en revisión 198/2012. Erick Carvallo Yáñez. 21 de junio de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: María Soledad 
Hernández Ruiz de Mosqueda. Secretario: Ricardo Mercado Oaxaca.

Amparo en revisión (improcedencia) 202/2012. Modesta Rodríguez Molina. 21 de junio de 2012. Unanimidad de votos. 
Ponente: María Soledad Hernández Ruiz de Mosqueda. Secretario: Ricardo Mercado Oaxaca.

Amparo en revisión 109/2012. Roberto Eduardo Trad Aboumrad. 12 de julio de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: 
Fernando Rangel Ramírez. Secretario: Sergio Iván Sánchez Lobato.

AMPARO DIRECTO 559/2012. 30 de agosto de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Walter Arellano Hobelsberger. 
Secretario: Enrique Cantoya Herrejón.

[TA]; 10a. Época; 1a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Libro XX, Mayo de 2013, Tomo 1; Pág. 564  



Presunción de inocencia como regla de trato en su vertiente extraprocesal. Su contenido y características.      

A juicio de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el derecho fundamental a la presunción de 
inocencia como regla de trato, en su vertiente extraprocesal, debe ser entendido como el derecho a recibir la consideración y 
el trato de no autor o no partícipe en hechos de carácter delictivo o análogos a éstos y determina, por ende, el derecho a que 
no se apliquen las consecuencias o los efectos jurídicos anudados a hechos de tal naturaleza. Asimismo, es necesario señalar 
que la violación a esta vertiente de la presunción de inocencia puede emanar de cualquier agente del Estado, especialmente 
de las autoridades policiales. Dada la trascendencia de una acusación en materia penal, la Constitución otorga al imputado 
una serie de derechos fundamentales a fin de garantizar que se efectúe un juicio justo en su contra, sin embargo, de nada 
sirven estos derechos cuando las autoridades encargadas de investigar el delito realizan diversas acciones que tienen como 
finalidad exponer públicamente a alguien como responsable del hecho delictivo. Frente a estas acciones se corre el enorme 
riesgo de condenar al denunciado antes de tiempo, ya que el centro de gravedad que corresponde al proceso como tal, se 
puede desplazar a la imputación pública realizada por la policía.

PRIMERA SALA

Amparo directo en revisión 517/2011. 23 de enero de 2013. Mayoría de tres votos. Disidentes: José Ramón Cossío Díaz, 
quien formuló voto particular y Jorge Mario Pardo Rebolledo; Arturo Zaldívar Lelo de Larrea formuló voto concurrente. 
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretarios: Javier Mijangos y González y Beatriz J. Jaimes Ramos.

* * *
II.	 ADMINISTRATIVO

[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XX, Mayo de 2013, Tomo 3; Pág. 1754    

Competencia desleal. Puede desarrollarse mediante esquemas indirectos o verticales.

Para tener por demostrada la competencia desleal es innecesario que ambos competidores comercialicen los mismos 
bienes o servicios, pues puede desarrollarse mediante esquemas indirectos o verticales, como el patrocinio. En este sentido, 
la competencia puede no realizarse de manera horizontal y directa, sino por la concurrencia de ambos competidores en una 
cadena del mercado, por sí o por los agentes económicos con quienes establecen vínculos comerciales, en un mercado que 
podría llamarse circunstancial, es decir, que no es estable, pues no existe ordinariamente en cierto segmento de la actividad 
económica, pero se forma con motivo de una actividad específica, como puede ser una contienda deportiva.

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO

Amparo directo 320/2012. Pepsico de México, S. de R.L. de C.V. 12 de diciembre de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: 
Adriana Leticia Campuzano Gallegos. Secretario: Arturo Mora Ruiz.

[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XX, Mayo de 2013, Tomo 3; Pág. 1756

Competencia. Elementos que integran ese concepto y presupuesto para considerarla desleal.    

El concepto de competencia alude al menos a cuatro elementos: los competidores, el mercado, la mercancía y la clientela. 
Los cuales se describen de la forma siguiente: a) competidor: persona física o moral que realiza una actividad económica 
independiente, frente a otra que también la lleva a cabo, en una relación tal, que la actividad de una, desarrollada por sí 
o por conducto de un tercero, puede beneficiar o lesionar la de la otra; b) mercado: conjunto de actividades realizadas 
libremente por los agentes económicos sin intervención del Estado; conjunto de operaciones comerciales que afectan 
a un determinado sector; conjunto de consumidores capaces de comprar un producto o servicio; o bien, el Estado y la 
evolución de la oferta y la demanda en un sector económico dado; c) mercancía: el bien o la actividad que los competidores 
ofrecen, prestan o anuncian a la clientela; y, d) clientela: se integra por consumidores potenciales de mercancías o servicios 
ofrecidos por los competidores. Con base en lo anterior, puede decirse que la competencia supone una relación entre 



sujetos, personas físicas o morales, que ejercen actividades económicas en forma independiente, por medio de la venta de 
mercancías o prestación de servicios en relación con una clientela, de modo que puedan resultar repercusiones entre ellos 
a causa del ejercicio de sus actividades. En ese sentido, la libre competencia, en principio, no puede ser restringida por el 
solo hecho de que el éxito de un competidor conduzca a la ruina de otro, siempre que los medios para hacerla no sean 
reprochables, pues de serlo, resultaría desleal.

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO

Amparo directo 320/2012. Pepsico de México, S. de R.L. de C.V. 12 de diciembre de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: 
Adriana Leticia Campuzano Gallegos. Secretario: Arturo Mora Ruiz.

[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XX, Mayo de 2013, Tomo 3; Pág. 1771. 

Derechos de propiedad industrial y de competencia desleal. Su relación dinámica.     

Existe una relación dinámica entre los derechos de propiedad industrial y de competencia desleal, pues mientras el primero 
protege una serie de derechos de exclusiva titularidad, que implican la creación de una situación de monopolio que, como 
consecuencia lógica, restringe la competencia, el segundo establece los criterios de comportamiento dentro de los cuales 
debe desenvolverse la actividad competencial.

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO

Amparo directo 320/2012. Pepsico de México, S. de R.L. de C.V. 12 de diciembre de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: 
Adriana Leticia Campuzano Gallegos. Secretario: Arturo Mora Ruiz.

[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XX, Mayo de 2013, Tomo 3; Pág. 1836. 

Infracción administrativa prevista en la fracción i del artículo 213 de la ley de la propiedad industrial por realizar 
actos contrarios a los buenos usos y costumbres comerciales que implican competencia desleal. Se actualiza 
aunque no se realicen otros de los supuestos específicos contenidos en el propio precepto.     

La fracción I del artículo 213 de la Ley de la Propiedad Industrial señala que constituye una infracción administrativa realizar 
actos contrarios a los buenos usos y costumbres en la industria, comercio y servicios que impliquen competencia desleal 
y se relacionen con la materia que esa ley regula. Así, esta hipótesis se erige como la norma de carácter más amplio de 
cuantas prevé el precepto en lo general y el régimen de ilícitos en lo particular, constituyéndose prácticamente en una válvula 
de seguridad que el legislador ha incluido en previsión de que, tipos especiales, pudieran no ser adecuados para una cierta 
conducta que, aun siendo lesiva, no sea sancionada por no corresponder con precisión a los elementos constitutivos de 
cada supuesto señalado en las diversas fracciones de este numeral. Por tanto, dicho supuesto resulta de tal alcance que no 
sólo puede colmarse concomitantemente cuando se comete cualquiera de las infracciones que integran el artículo 213 de la 
Ley de la Propiedad Industrial, ya que todos los actos considerados como infracción administrativa deben entenderse como 
contrarios a los buenos usos y costumbres comerciales que implican competencia desleal, por lo que se actualiza aunque 
no se realicen otros de los supuestos específicos contenidos en el propio precepto. OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN 
MATERIA ADMINISTRATIVA

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO

Amparo directo 320/2012. Pepsico de México, S. de R.L. de C.V. 12 de diciembre de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: 
Adriana Leticia Campuzano Gallegos. Secretario: Arturo Mora Ruiz.

[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XX, Mayo de 2013, Tomo 3; Pág. 2002



Notificaciones Practicadas En Términos De Los Artículos 35 Y 36 De La Ley Federal De Procedimiento 
Administrativo. Tratándose De Personas Morales, Las Diligencias Relativas Deben Dirigirse A Persona Cierta Y 
Determinada Que Tenga El Carácter De Representante Legal (Aplicación Analógica De Los Criterios Establecidos 
Por La Segunda Sala De La Suprema Corte De Justicia De La Nación En Las Contradicciones De Tesis 72/2007-
ss Y 85/2009).     

La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver las contradicciones de tesis 72/2007-SS y 
85/2009 estableció, a partir de la interpretación de los artículos 134 a 137 del Código Fiscal de la Federación, que la 
notificación derivada de dichos preceptos es un acto que debe entenderse con personas ciertas y determinadas, pues en el 
Registro Federal de Contribuyentes consta quién es el contribuyente o, en caso de personas morales, su representante, por 
lo que el notificador debe conocer de antemano la persona a buscar e, incluso, si no cuenta con ese dato, debe indagarlo, 
lo cual circunstanciará detalladamente en las diligencias correspondientes, entre otros aspectos. Así, al aplicar por analogía 
dichos criterios a las notificaciones practicadas en términos de los artículos 35 y 36 de la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo, se concluye que, tratándose de personas morales, las diligencias relativas deben dirigirse a persona cierta y 
determinada que tenga el carácter de representante legal.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO

AMPARO DIRECTO 299/2011. Clarimex, S.A. de C.V. y otra. 24 de noviembre de 2011. Unanimidad de votos, mayoría 
en relación con el tema contenido en esta tesis. Disidente: Salvador González Baltierra. Ponente: Emmanuel G. Rosales 
Guerrero. Secretario: Martín R. Contreras Bernal.

Nota: Las contradicciones de tesis 72/2007-SS y 85/2009 citadas, aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVI, julio de 2007, página 704 y Tomo XXX, julio de 2009, página 405, 
respectivamente.

[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XX, Mayo de 2013, Tomo 3; Pág. 2035

Propiedad industrial. El artículo 92, fracción III, de la ley relativa no puede oponerse como excepción cuando se 
solicita el registro del nombre propio como marca.    

Del artículo 87 de la Ley de la Propiedad Industrial se advierte que el derecho para uso exclusivo de una marca, únicamente 
se obtiene mediante su registro. Por su parte, los artículos 113 y 114 de la misma ley no establecen que, para iniciar el trámite 
de registro, deba demostrarse el uso efectivo del signo, pues basta presentar la solicitud acompañada del comprobante de 
pago de la tarifa correspondiente, para que el Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial realice el estudio de semejanza, 
acorde con los diversos artículos 89 y 90 del citado ordenamiento, en los que se determina, respectivamente, qué tipo de 
signos pueden constituir una marca y cuáles no serán registrables. Por su parte, el artículo 92, fracción III, de la propia ley 
no regula aspectos relativos al registro de una marca, sino únicamente al uso de un nombre propio, denominación o razón 
social para distinguir productos o servicios, de la siguiente forma: i) una persona física o moral puede libremente usar su 
nombre, denominación o razón social y aplicarlos a los productos que elabore o distribuya, a los servicios que preste o a 
sus establecimientos, siempre que lo utilice en la forma en que esté acostumbrado a emplearlo y tenga caracteres que lo 
distingan claramente de un homónimo ya registrado como marca o publicado como nombre comercial y, ii) el uso de un 
nombre en los términos apuntados, no constituye infracción administrativa o delito contra los derechos del titular de una 
marca ya registrada. En razón de lo anterior, este último precepto no puede oponerse como excepción cuando se solicita 
el registro del nombre propio como marca -sujetándose a la regulación del procedimiento de registro establecida en los 
artículos 89, fracción IV y 90, fracción XVI-, lo que no implica que, al no haber obtenido el registro como marca, deba dejar 
de usar el nombre propio como distintivo de los servicios que presta, pues como ya se señaló, el propio artículo 92, fracción 
III, otorga ese derecho, aun existiendo semejanza, siempre que se aplique en la forma en que esté acostumbrado a usarlo 
y tenga caracteres que lo distingan claramente de un homónimo ya registrado como marca o publicado como nombre 
comercial.



CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO

Amparo directo 789/2012. Beatriz Zita Cruz Ábrego. 21 de febrero de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: Jean Claude 
Tron Petit. Secretaria: Claudia Patricia Peraza Espinoza.

[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XX, Mayo de 2013, Tomo 3; Pág. 2143

Suspensión en el amparo. Elementos que deben considerarse para concederla conforme a los artículos 124 de 
la ley de la materia y 107, fracción X, de la constitución federal, este último a partir de la entrada en vigor de su 
reforma publicada en el diario oficial de la federación el 6 de junio de 2011.    

Conforme a los artículos 124 de la Ley de Amparo y 107, fracción X, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, este último a partir de su reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 6 de junio de 2011, vigente 
desde el 4 de octubre siguiente, la suspensión a petición de parte se concederá siempre que se actualicen los tres requisitos 
contenidos en él, esto es, que lo solicite el quejoso, que se estime procedente luego de un ejercicio de ponderación entre 
la apariencia del buen derecho y el interés social, y que sean de difícil reparación los daños y perjuicios que se causen al 
agraviado con la ejecución del acto. Además, sobre el concepto del interés social resulta útil tomar en cuenta las opiniones 
consultivas OC-5/85 y OC-6/86 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, así como que en la ponderación de 
la apariencia del buen derecho y el interés social debe considerarse la tutela de los derechos humanos y la aplicación del 
principio pro persona, pues es claro que la suspensión es uno de los mecanismos a través de los cuales puede garantizarse 
que el juicio de amparo sea un recurso efectivo en términos del artículo 25, numeral 1, de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos.

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO

Amparo en revisión 331/2012. Comercializadora de Frecuencias Satelitales, S. de R.L. de C.V. 5 de diciembre de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: Adriana Leticia Campuzano Gallegos. Secretario: Javier Ramírez García.

[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XX, Mayo de 2013, Tomo 3; Pág. 2159 

Violaciones al procedimiento contencioso administrativo. Conforme al artículo 107, fracción III, inciso A), último 
párrafo, de la constitución federal, vigente a partir del 4 de octubre de 2011, deben impugnarse durante la 
secuela del juicio relativo para poderlas hacer valer en el amparo directo.    

De conformidad con el artículo 107, fracción III, inciso a), último párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, a partir de su reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 6 de junio de 2011, vigente desde el 4 
de octubre siguiente, al reclamarse en amparo directo una sentencia definitiva, laudo o resolución que ponga fin al juicio, 
podrán hacerse valer las violaciones a las leyes del procedimiento, siempre y cuando el quejoso las haya impugnado 
durante la tramitación del juicio mediante el recurso o medio de defensa que, en su caso, señale la ley ordinaria respectiva, 
excepto cuando el amparo se promueva contra actos que afecten derechos de menores o incapaces, al estado civil, al 
orden o estabilidad de la familia, o cuando sean de naturaleza penal y el quejoso sea el sentenciado. Por tanto, con motivo 
de la aludida reforma las violaciones al procedimiento contencioso administrativo deben impugnarse durante la secuela 
del juicio relativo para poderlas hacer valer en el amparo directo. Consecuentemente, si en el amparo directo se hacen 
valer violaciones respecto de las cuales no se preparó su impugnación en los términos indicados, deben desestimarse por 
inoperantes los argumentos relativos.

NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO

Amparo directo 429/2012. Servicios Administrativos Finatrade, S.A. de C.V. 13 de septiembre de 2012. Unanimidad de 
votos. Ponente: Francisco Javier Rebolledo Peña, Juez de Distrito en el cargo de Magistrado de Circuito. Secretaria: Lorena 
de los Ángeles Canudas Cerrilla.



Amparo directo 200/2012. Compañía Mexicana de Aviación, S.A. de C.V. 15 de noviembre de 2012. Unanimidad de votos. 
Ponente: María Simona Ramos Ruvalcaba. Secretario: José Arturo Moreno Cueto.

* * *

Esperamos que la información proporcionada en el presente boletín informativo haya resultado de su interés.

Estamos a sus órdenes para cualquier duda o comentario al respecto.
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